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CIUDADANOS DIPUTADOS:


A la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, le fue turnada por acuerdo de la Asamblea, la iniciativa proveniente del Ciudadano Gobernador Interino del Estado, mediante la cual somete, para su aprobación, en los términos del artículo 16, fracción II, de la Constitución Política Local y los artículos 1°, 2°, 19, 20, 21 y 22 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, con el fin de modificar la denominación del Capítulo III del Título Primero y reformar diversos artículos de la Constitución Política del Estado, para elevar a rango constitucional, la Comisión Estatal de Derechos Humanos.

En su iniciativa, el ejecutivo Estatal, hace las consideraciones que se trascriben para su mejor entendimiento:


“Uno de los propósitos fundamentales, ineludible de nuestro Gobierno, es el de establecer salvaguardas eficaces para la protección de los derechos humanos, ya su plena vigencia es el presupuesto necesario para el correcto funcionamiento de los mecanismos fundamentales que caracterizan a un régimen democrático, que debemos conservar y perfeccionar, dado que entendemos derechos humanos  y democracia como fenómenos interdependientes, al ser indispensable la libertad para el correcto ejercicio de la democracia y el Poder Democrático para garantizar la existencia y persistencia de las libertades y derechos fundamentales”.


“Con la finalidad de darle sustento legal en Jalisco a tan importantes derechos, el Ejecutivo a mi cargo, solicitó la colaboración de destacados especialistas en la materia y creó una comisión integrada por los  ciudadanos Lic. Efraín González Morfín, Doctor José Barragán Barragán, Ing. Miguel Bazdresch Parada, Lic. Pedro Vargas Avalos y Lic. Jesús Villalobos Pérez, quienes a mas del reconocimiento que tienen en su campo profesional, se suma su preocupación e interés en el problema relativo a los Derechos Humanos; el propósito fundamental que se  encomendó a dicha comisión, fue que en su seno estudian y analizaran las reformas necesarias a nuestro ordenamiento Jurídicos, a fin de proponer los mecanismos legales idóneos para brindar una adecuada respuesta a las violaciones a los derechos humanos, que se produzcan en la Entidad, con el propósito de cumplir lo preceptuado en el apartado B del artículos 102, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé la creación de organismos estatales de protección de los derechos humanos”.

“Concluimos los trabajos de dicha Comisión, nos fueron entregadas dos diferentes propuestas: la primera redactada por los señores Lic. Efraín González Morfín, Ing. Miguel Bazdresch Parada y Doctor José Barragán Barragán y la segunda elaborada por los señores Lic. Pedro Vargas Avalos y Lic, Jesús Villalobos Pérez”.


“La primera no solamente se ocupa del fundamento jurídico que daría vida al Ombudsman Local, sino que también incluye otras cuatro propuestas relativas a la inclusión de una declaración sobre derechos humanos en el texto constitucional, la promulgación de una Ley de Amparo, así como la creación de un Tribunal Constitucional y la incorporación de un defensor del pueblo que estaría al Poder Judicial del Estado de  Jalisco”.


“Sin duda alguna, las iniciativas contenidas en este proyecto expresan la legítima preocupación de modificar situaciones jurídicas que afecten a los derechos humanos y buscan perfeccionar los mecanismos de procuración y administración de justicia; sin embargo, por su contenido y trascendencia estos deben discutirse más ampliamente”.


“En esta vertiente, puede ser precisamente el Organismo que en esta Iniciativa se propone crear, denominado “Comisión Estatal de Derechos Humanos”, el que promueva, coordine y canalice estas inquietudes planteando las reformas o adiciones constitucionales necesarias, todo ello, de acuerdo precisamente con la facultad que en ambos proyectos se reconoce al Ombudsman, para promover ante las instancias competentes cambios legislativos en tan significativa materia”.


“Por lo que se refiere a la propuesta específica para la creación del Ombudsman, en términos del apartado “B” del artículo 102 Constitucional, es importante hacer notar que los elementos básicos de la institución, son agotados en esencia satisfactoriamente en ambas propuestas”.

“El segundo de los proyectos fórmula entre otras cuestiones una exposición sobre; los objetivos, procedimientos, características y alcances de las resoluciones del organismo; los recursos de queja e impugnación; precisa que los actos de autoridad deben tener  como base la oportunidad y la razonabilidad; menciona la fe pública de que gozarán con motivo del ejercicio de sus funciones el Presidente de la Comisión y otros Funcionarios, otorgándoles inmunidad al igual que a los miembros de su Consejo en cuanto a las opiniones y actos que con tal motivo formulen, lo que fortalece su autonomía.


“Los proyectos analizados, coinciden en sustentar el aspecto jurídico procesal en los principios de inmediación, concentración y rapidez”.


“La comparación de los dos esquemas normativos propuestos, nos lleva a considerar los elementos comunes o de coincidencia en ambos proyectos y que se refieren a la creación del Ombudsman, en los términos del precepto constitucional, antes invocado, toda vez que implican una armonización con nuestro actual sistema jurídico, pues desarrollan los límites y posibilidades de la Institución de acuerdo con la experiencia que sobre la misma ha podido constituirse en nuestra realidad jurídica y política”.


“La protección de los derechos e intereses de los ciudadanos, entraña para el Estado una seria responsabilidad, pues servir con honestidad, eficiencia y buen trato a la comunidad, constituye un deber insoslayable”.

“Dados los problemas que la gestión administrativa implica, existe un consenso generalizado de la necesidad incrementar otras acciones que coadyuven a garantizar la preservación, restauración y mejoramiento de la misma, que superen y resuelvan la problemática actual. Para la realización de tales propósitos, se propone la creación de una  institución que canalice eficientemente las quejas e inconformidades de los ciudadanos, a través de un procedimiento breve y expedito que conduzca a la solución de tales reclamos”.


“Las acciones que se proponen a través de esta iniciativa, permitirán darle vida jurídica a la Comisión de referencia, para que pueda actuar cuando considere que están  realizando actividades arbitrarias e injustas, bien por incapacidad, negligencia, e inclusive por falta de honestidad; su trabajo ayudará a superar los sentimientos de frustración y la falta de credibilidad hacia la administración ofreciéndole al ciudadano un instrumento gratuito, sencillo y rápido a su servicio, que le garantice seguridad jurídica dentro de la propia administración.


La propuesta para crear la citada Comisión en el Estado, es un testimonio de la voluntad gubernamental en el sentido de que pueden y  deben buscarse soluciones que se plantea en cualquier sistema democrático, que es la posibilidad de garantizar a los ciudadanos el acceso  oportuno y eficaz a la justicia en el ámbito de su competencia.


“En ese orden de ideas, mediante la reforma se pretende incluir en dicha fracción, que para la preservación de los derechos a que alude la fracción I, cuya reforma también es materia de esta iniciativa, deberá crearse en Jalisco, la Comisión Estatal de Derechos Humanos, como un órgano dotado de plena autonomía, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de carácter permanente, que conocerá de que las denuncias en contra de actos u omisiones de índole administrativa provenientes de  cualquier autoridad o servidor público estatal o municipal, que violen estos derechos”.

“Se otorga a tal Comisión, la facultad de formular recomendaciones públicas, señalándose que no serán vinculatorias y autónomas, así como que pueda presentar denuncias y quejas ante las autoridades respectivas”.


“También, dentro de las reformas propuestas, se impone la obligación a todas las autoridades estatales o municipales, de hacer del conocimiento de la mencionada Comisión, cualquier violación a los derechos humanos”.


“Por otra parte, se concede facultad al organismo, para iniciar de oficio o a petición de parte agraviada, el procedimiento para la investigación de las violaciones a los derechos humanos, así como para que promueva, ante las autoridades competentes, cambios o modificaciones al sistema jurídico, estatal o municipal, que redunden en una mejor protección prevención y defensa de dichos derechos”.


“Igualmente se establece que en la Ley reglamentaria, se indicarán los requisitos y el procedimiento que debe observarse en la designación del Presidente y de los Consejeros Ciudadano de la misma Comisión”.


“Dentro de las modificaciones a tal numeral, claramente se indica que en la realización y cumplimiento de sus funciones, así como en la integración, atribuciones, organización y competencia, se estará a lo que establezca el Ordenamiento que lo reglamente, sin más restricciones que las señaladas en el artículo 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.


“Congruentemente con el espíritu que anima la esencia de un organismo de esta naturaleza, así como en acatamiento a lo dispuesto en el artículo mencionado, en el párrafo que antecede, con toda claridad se señala que este organismo, no será competente tratándose de asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales”.


“Con el propósito fundamental de fortalecer a esta Institución, se considera prioritario el que constitucionalmente se establezca su permanencia; ya que de esta manera se consolida si independencia, proporcionando un arbitraje imparcial entre los individuos y las administraciones estatal o municipales, con amplios poderes de investigación en cuestiones administrativas, en la inteligencia, que a su vez, dicho Organo estará obligado a informar a la sociedad en general sobre el resultado de sus recomendaciones y en forma periódica del resultado de sus funciones”.


“En lo que se refiere a las adiciones que se proponen a los artículos 23 y 25 de la Constitución Política Local, tienden a señalar que para, el nombramiento del presidente y Consejeros Ciudadanos del mencionado organismo, se faculta al titular del Poder ejecutivo del Estado para formularios y que se requerirá de la aprobación de esa H. Soberanía mediante el voto favorable de las dos terceras partes de los Diputados presentes, así como de que tal aceptación o rechazo, deberá darse dentro del improrrogable término de diez días”.


De igual forma, también se propone la adición de una fracción VIII, del artículo 25, de la propia Constitución Política, para otorgar facultades a la Diputación Permanente, a efecto de que provisionalmente haga las designaciones de quienes se desempeñarán como Presidente y Consejeros  Ciudadanos, en la inteligencia de que tales propuestas deberán someterse a la aprobación definitiva de la Legislación en el período ordinario inmediato de sesiones”.


“Por otra parte, es necesario modificar los artículos 49 y 50 de la Constitución Local, para señalar que dicho Presidente sólo será sujeto de juicio político y que para proceder penalmente en su contra se requiere el cumplimiento de los requisitos que establece el numeral mencionado en último término, dada la importancia y trascendencia de la función que desempeñará”.


La comisión que subsiste considera atendibles los razonamientos hechos por el Ejecutivo del Estado, por cuanto que, desde el punto de vista jurídico, la protección de los derechos fundamentales, se ha confiado a los mecanismos de control de la legalidad y la constitucionalidad, es decir, a las autoridades federales constituidas, sustentándose esto, en la clásica división de poderes; pero la sociedad ha planteado retos enormes para la realidad y la eficiencia que el estado ha afrontado con diversas soluciones, ampliando la protección de dichos derechos, tanto individuales como económicos, sociales y culturales, mediante mecanismos más flexibles, sin romper con la división de poderes que permitan un mayor control del ejecutivo.


Justicia, igualdad, seguridad y bienestar social, son derechos que siempre se han buscado en nuestro país para mejorar la vida de los mexicanos. Es por ello que en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fueron plasmados estos conceptos.


Justicia, igualdad, seguridad y bienestar social, son derechos que siempre se han buscado en nuestro país para mejorar la vida de los mexicanos. Es por ello que en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  fueron plasmados estos conceptos.


La vida y la libertad son los valores supremos del hombre. Corresponde al Estado y a la sociedad salvaguardarlos. El Estado con leyes y con respeto a la esfera personal de libertad de cada individuo. La sociedad al vigilar que ninguna autoridad vulnere las garantías individuales y al exigir el pleno reconocimiento de los derechos ciudadanos, respondiente a la necesidad de combatir la impunidad, el abuso, la arbitrariedad, la prepotencia y los excesos para perfeccionar así la convivencia social. Nadie por encima de la ley; todos dentro de la ley para así llegar al estado de derecho, mismo que sólo se configura a plenitud si sus instrumentos legales son adecuados para ordenar la realidad social.

El mundo vive hoy lo que puede llamarse la “cultura de los derechos humanos”, ello demuestra la universalización del hombre; el ideal de respeto a sus derechos se afianza con mayor vigor.


El antecedente universal de “ombudsman” se estructuró tomando como modelo la tradición escandinava del “ombudsman”. Vieja institución que tiene como objeto fundamental investigar irregularidades en perjuicio de los gobernados; que emite recomendaciones públicas, no coercitivas.


Actualmente el “Ombudsman”, existe en más de 40 naciones de las más diversas tradiciones jurídicas y culturales: Suecia, Noruega, Dinamarca, Francia, Gran Bretaña, Alemania, España, Portugal, Australia, Nueva Zelanda y Canadá entre otras, lo contemplan constitucionalmente,


Como antecedentes en nuestra propia tradición encontramos a las Procuradurías de Pobres, inspiradas en la filosofía de Ponciano Arriga, en estados como Guanajuato y San Luis Potosí en 1847.


Desde entonces, el orden jurídico mexicano tiene como columna vertebral la idea primigenia de la dignidad del hombre. De ella se derivan dos conceptos esenciales para la convivencia social; protección de los derechos humanos y justicia en la relación social.


La Comisión Estatal de Derechos Humanos, no pretende suplir ni sustituir tribunal, procuradurías, ni a recurso procesal alguno; su actividad y naturaleza le permite contribuir en la impartición de justicia sin alterar el orden jurídico.


La Comisión Estatal de Derechos Humanos contempla la solución de los conflictos planteados a través de la investigación puntual de los hechos y actos denunciados, de la cual se desprenderán o una recomendación a la autoridad responsable, para corregir la violación cometida o un documento de no responsabilidad, cuando la queja presentada fuere turnada. Las recomendaciones carecerán de fuerza coercitiva, no vincularán ni obligarán a la autoridad a la cual se dirige y en ello radicará la característica fundamental de la institución.


En este orden de ideas, se pretende excluir el conocimiento y competencia del organismo de protección de los derechos humanos, las materias electoral, laboral y jurisdiccional.

Debe quedar exceptuada la competencia electoral porque resulta altamente conveniente que este tipo de instituciones se mantengan al margen del debate político, pues de no ser así, de intervenir en ese ámbito, correrían el riesgo de involucrarse en la controversia que por su índole tiene la orientación y el contenido propio de las corrientes y agrupaciones políticas actuantes en la sociedad, con la consiguiente contaminación en el conflicto. Ello provocaría finalmente la discusión sobre la autoridad moral de las instituciones que nos ocupan, que es por sí misma el fundamento propio de su eficacia. No es casual que ningún “ombudsman” del mundo intervenga en esta materia, pues, de hacerlo, muy poco podría aportar y sí pondría en grave riesgo el alcance de su opinión.

De la misma manera, se pretende excluir los conflictos de naturaleza laboral toda vez que, hacerlo, significaría que la Comisión de Derechos Humanos, institución diversa a los órganos jurisdiccionales, revisaría asuntos de fondo cuyo conocimiento es atribución exclusiva de los tribunales respectivos y que, por tanto, invadiría funciones conferidas a los órganos laborales.


El Constituyente plasmó la separación de poderes como una de las mejores garantías en la defensa de la libertad, la dignidad y la seguridad jurídica de los individuos. De lo contrario se desquiciaría el orden normativo, pilar de la democracia que protege las funciones del poder judicial por tanto, no es posible no conveniente que un organismo como la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, tenga capacidad para intervenir en asuntos jurisdiccionales de fondo, porque la tarea de juzgar ha de protegerse de interferencia a fin de que los jueces que conocen  mejor que nadie los expedientes, puedan emitir las sentencias con estricto apego a las leyes y absoluta independencia. Esto contribuye a reforzar la seguridad jurídica, al existir una última instancia en las manos del Poder  Judicial, cuya resolución sea definitiva y otorgue a la sentencia el valor de cosa juzgada.

Con independencia de los anteriores razonamientos, ésta comisión considera que deben hacerse algunas modificaciones a la iniciativa presentada por el Titular del Poder Ejecutivo, buscando por una parte  claridad de los conceptos y por la otra, para precisar el procedimiento que debe seguirse en la designación de quienes van a desempeñarse como presidente y consejeros ciudadanos del organismo correspondiente.


En efecto, debe agregarse tanto a la denominación del Capítulo III, del Título Primero como al primer párrafo del artículo 4° de la Constitución Política local, la especificación que los derechos que dicho ordenamiento confiere, será para los individuos que se encuentren dentro del Territorio del Estado de Jalisco.


Por otra parte, en la Fracción II del propio artículo 4°, debe cambiarse la palabra propios, para ponerla en plural, por propios, dado que se considera que gramaticalmente es más correcta esta última.


De especial relevancia por su trascendencia, es el de que se especifique en la citada fracción II, del mismo numeral, que los servicios que proporcione la Comisión Estatal de Derechos Humanos, serán gratuitos, para que no exista ninguna posibilidad de que se pretendiera imponer algún costo a las actividades que lleve a cabo por imperativo constitucional, el citado organismo, máxime que éste redundaría en perjuicio de quienes soliciten tales servicios.

Dada la naturaleza del organismo cuya creación se propone, ésta Comisión considera que en el párrafo correspondiente a la facultad que se tiene de iniciar de oficio o a petición de parte agraviada, el procedimiento para la investigación de las violaciones de los derechos humanos de que tenga conocimiento, debe suprimirse el término “agraviada”, dado que puede acontecer que aquella persona que esté resistiendo directamente la  violación de sus derechos, no pueda acudir personalmente o en su caso, formular la queja respectiva, motivo por el cual únicamente deberá de establecerse que será materia del conocimiento del organismo, la petición que se presente por cualquier persona, independientemente que sea o no la que en forma directa resulte afectada por dichas violaciones.


De la misma manera, ésta comisión considera que debe modificarse la redacción del penúltimo párrafo del propio precepto constitucional, para señalar claramente, que dentro de la estructura orgánica que tendrá la aludida Comisión, invariablemente contará con un Presidente y un Consejo, en la inteligencia que para la designación de éste y de los Consejeros Ciudadanos, deberá satisfacerse los requisitos y observarse el procedimiento que se determine por la citada Constitución y su ley reglamentaria.

Sobre este particular, ésta Comisión, considera que deben establecerse las bases mínimas, conforme a las cuáles se hará la propuesta por el Titular del Poder Ejecutivo tanto respecto al Presidente como a los Consejeros Ciudadanos del expresa organismo; en éste sentido, se considera más adecuado que el Congreso del Estado, elija a quien va a ser Presidente, de una terna que presente el Gobernador del Estado, así como que se pueda seleccionar a los Consejeros Ciudadanos, de un listado de  personas que contendrán cuando menos el doble del número de éstos que señale la ley respectiva, para lo cual se propone adicionar con un párrafo en el que claramente se establezcan éstos conceptos.


Este aspecto, permitirá al Poder Legislativo, evaluar cuáles personas serán las más aptas para desempeñar por un lado, el importante cargo de Presidente del Organismo y por el otro, a los que en su carácter de Consejeros Ciudadanos integrarán el respectivo Consejo.


En ambos supuestos, los requisitos para su designación, se indicarán en  la ley reglamentaria y por ende, tendrán que observarse invariablemente, además de cuidarse la independencia de criterio de los que vayan a fungir con dichos caracteres.


En cuanto a la adición que se propone en la iniciativa de la fracción XXIV del artículo 23 de la Constitución, ésta Comisión, considera que debe ampliarse el plazo que en la misma se concede al Congreso del Estado para aceptar o rechazar los nombramientos del Presidente y de los Consejeros Ciudadanos, de tal manera que en lugar de diez días, se concedan quince días, en igualdad de condiciones que para la aceptación de los nombramientos de Magistrados, señala el artículo 42 de tal ordenamiento legal.


Igualmente se modifica la citada fracción XXIV, para señalar que en el caso de que trascurrido el término de quince días no se pronunciare por la aceptación ó en su caso por el rechazo , se tendrán por aprobados los nombramientos, a favor de la persona que figure en primer lugar en la terna en lo relativo al Presidente y por lo que se refiere a los Consejeros Ciudadanos, deberá de tenerse como Consejeros Ciudadanos, a las personas que aparezcan dentro de los primeros lugares de la lista correspondiente, hasta contemplar el número de Consejeros Ciudadanos propietarios, que se establezca en la ley reglamentaria, quedando los restantes como suplentes.


En éste mismo sentido, se propone la modificación a la fracción VIII del artículo 23 de la propia Constitución, para ampliar a quince días el plazo para que la Diputación Permanente, acepte o rechace los nombramientos de Presidente y Consejeros Ciudadanos de la Comisión Estatal de Derechos Humanos.


Por último, ésta Comisión considera atendibles los razonamientos que se exponen en la iniciativa, para reformar los artículos 49 y 50 de la propia Constitución Política Local, para precisar que serán sujetos de juicio   político y que para proceder penalmente en su contra, se deban satisfacer los requisitos exigidos por el último numeral, tanto en lo relativo al Presidente de la Comisión de la Comisión estatal de Derechos Humanos como a los Consejeros de la propia Comisión y a quienes con el carácter de Consejeros se desempeñen en los Concejos Municipales que en términos de de la Constitución Local se lleguen a designar, dada la trascendencia de las funciones que unos y otros realizarán.


Por los anteriores razonamientos, consideramos que son de aprobarse con los cambios que se proponen en éste dictamen, las reformas y modificaciones de nuestra constitución política, y así lo proponemos y de conformidad además en lo dispuesto por los artículos 93 y 94 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, sometemos a la elevada consideración de Ustedes, Ciudadanos Diputados, el siguiente proyecto de 

D E C R E T O

QUE MODIFICA LA DENOMINACIÓN DEL CAPITULO TERCERO, DEL TITULO PRIMERO, REFORMA Y ADICIONA LOS ARTICULOS 4, 23, 25,  49 Y 50 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.

